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[...]

Los Hechos

Los demandantes [el señor Alejandro Jiménez Alonso y Pilar Jiménez Merino] son dos ciu-

dadanos españoles que nacieron en 1948 y 1983, respectivamente. Viven en Lamadrid 

(provincia de Santander). El primer demandante es el padre de la segunda demandante. (...)

[...] 

Durante el año académico de 1996-1997, la segunda demandante, Pilar Jiménez Merino, 

que en ese momento tenía 13-14 años de edad, estaba en el octavo año de la enseñanza 

primaria y secundaria obligatoria (Enseñanza General Obligatoria) en una escuela esta-

tal de Treceño, pueblo ubicado en una zona rural de la región de Cantabria. El primer 

demandante, su padre, era profesor de la escuela y su tutor personal durante ese año 

académico. 

En mayo de 1997, (...) el profesor de Ciencias Naturales dio clases sobre la sexualidad 

humana, como parte del programa “Las funciones vitales”. Como material didáctico, el 

profesor repartió a los alumnos un cuadernillo de 42 páginas perteneciente a una publi-

cación editada en 1994 por la Consejería de Educación del Gobierno Autónomo de las 

Islas Canarias.

El cuadernillo en cuestión comprendía los siguientes capítulos:

“Concepto de sexualidad”;

“Somos seres sexuados”;

“Conciencia corporal y desarrollo sexual”;

“Fecundación, embarazo y parto”;

“Anticoncepción y aborto”;

“Enfermedades de trasmisión sexual y SIDA”.

[...]

El primer demandante, que consideraba que los contenidos del cuadernillo excedían am-

pliamente el alcance de las Ciencias Naturales y contenían verdaderas pautas sobre la 

sexualidad, las cuales iban en contra de sus convicciones morales y religiosas, informó al 

director de la escuela que su hija no asistiría a las clases de educación sexual. En su cali-

dad de padre, hizo referencia a su derecho constitucional a elegir la formación moral de 

su hija. La segunda demandante no asistió a las clases en cuestión y se negó a responder 
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las preguntas cuando rindió el examen final de la materia. En consecuencia, reprobó el 

examen y tuvo que repetir el año académico. Entonces, el primer demandante presentó 

una denuncia administrativa al Ministerio de Educación y Cultura. En una decisión del 

22 de julio de 1997, el director provincial del Ministerio rechazó la denuncia. El 12 de 

diciembre de 1997, el demandante presentó un recurso especial para la protección de 

los derechos fundamentales al Tribunal Superior de Justicia (Sala de lo Contencioso-Ad-

ministrativo) de Cantabria. (...)

En una sentencia dictada el 23 de marzo de 1997, (...) el Tribunal Superior de Cantabria 

desestimó el recurso. (...)

[...]

El primer demandante presentó un recurso de amparo contra esa sentencia al Tribunal 

Constitucional. Se basó en el artículo 27 § 3 (el derecho de los padres a elegir la forma-

ción religiosa y moral de sus hijos), 14 (el principio de no discriminación) y 24 (el derecho 

a un juicio justo) de la Constitución. En una decisión del 11 de marzo de 1999, el Tribunal 

Constitucional declaró inadmisible el recurso, con el fundamento de que era manifiesta-

mente infundado (...)

[...]

DENUNCIAS

Los demandantes denunciaron que tanto la decisión administrativa como la judicial 

por las cuales se desestimaron sus recursos (...) vulneraban el artículo 2 del Protocolo 

Nº 1 del Convenio [Europeo de Derechos Humanos], [que establece que: “A nadie se 

le puede negar el derecho a la educación. El Estado, en el ejercicio de las funciones 

que asuma en el campo de la educación y de la enseñanza, respetará el derecho de 

los padres a asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus convicciones 

religiosas y filosóficas”]. 

Los demandantes también denunciaron que el hecho de que se hubiera obligado a la 

segunda demandante a rendir un examen de fin de año en Ciencias Naturales a pesar de 

haber aprobado todos los exámenes parciales (...) constituía una violación al principio de 

no discriminación (...). 

[...] 
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El Derecho

[...]

El Tribunal [Europeo de Derechos Humanos] reitera que, de acuerdo con su jurispru-

dencia, la segunda oración del artículo 2 es vinculante para los Estados contratantes 

en el ejercicio de cada una de las funciones que asuman en la esfera de la educación y 

la enseñanza, incluyendo aquellas que consistan en la organización y el financiamiento 

de la educación pública. Además, la segunda oración del artículo 2 debe leerse junto 

con la primera, que consagra el derecho de todas las personas a la educación. Es en ese 

derecho fundamental que se inserta el derecho de los padres al respeto por sus convic-

ciones religiosas y filosóficas, y la primera oración no distingue, como tampoco lo hace 

la segunda, entre la enseñanza estatal y la privada. En resumen, la segunda oración del 

artículo 2 apunta a salvaguardar la posibilidad del pluralismo en la educación, posibilidad 

que es esencial para la preservación de la “sociedad democrática”, según se la concibe 

en el Convenio. En vista del poder del Estado moderno, es principalmente a través de la 

educación estatal que debe cumplirse con ese propósito (...).

El Tribunal también reitera que el diseño y la planificación del plan de estudios se en-

cuentran, en principio, dentro de la competencia de los Estados contratantes. Eso incluye 

principalmente cuestiones prácticas sobre las que no corresponde al Tribunal decidir y 

cuya solución puede variar de manera legítima de acuerdo con el país y la época. Ade-

más, la segunda oración del artículo 2 del Protocolo no impide que los Estados impartan, 

mediante la enseñanza o la educación, información o conocimientos de tipo directa o 

indirectamente religioso o filosófico. Sin embargo, cuando cumple con las funciones que 

asume con respecto a la educación y la enseñanza, el Estado debe asegurarse de que la 

información o los conocimientos que se incluyan en el plan de estudios estén expresados 

de manera objetiva, crítica y pluralista. El Estado tiene prohibido perseguir un propósito 

de adoctrinamiento que pueda considerarse que no respeta las convicciones religiosas o 

filosóficas de los padres. Ese es el límite que no debe excederse (...).

En el presente caso, el Tribunal observa que la clase de educación sexual en cuestión 

estaba diseñada para proporcionar a los alumnos información objetiva y científica sobre 

la vida sexual de los seres humanos, las enfermedades venéreas y el SIDA (...). Esa era 

información de carácter general que podía interpretarse como de interés general y que 

no equivalía, de ninguna forma, a un intento de adoctrinamiento apuntado a abogar por 

un comportamiento sexual particular. Además, esa información no afectaba el derecho 

de los padres a explicar y aconsejar a sus hijos, a ejercer con respecto a sus hijos funciones 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/NZMffx

DR © 2014. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. Buenos Aires: 
Center for Justice and International Law - CEJIL. http://www.cejil.org/



Jim
enez A

lonso y Jim
enez M

erino vs. España

49

naturales de los padres como educadores, ni a guiar a sus hijos por un camino que siguie-

ra la línea de las propias convicciones religiosas o filosóficas de los padres (...).

(...) [E]l Tribunal observa que la Constitución garantiza, para todas las personas físicas y 

jurídicas, el derecho a fundar escuelas de manera consecuente con los principios constitu-

cionales y el derecho de todas las personas a recibir una formación religiosa y moral que 

esté de acuerdo con sus propias convicciones (...). De conformidad con las disposiciones 

constitucionales, en España hay una amplia red de escuelas privadas que coexisten con el 

sistema de educación pública administrado por el Estado. Por lo tanto, los padres tienen 

la libertad de inscribir a sus hijos en una escuela privada que proporcione una educación 

que se ajuste mejor a su fe u opiniones. En el presente caso, los demandantes no hicieron 

referencia a ningún obstáculo que impidiera que la segunda demandante asistiera a tal 

escuela privada. Desde el momento en que los padres optaron por una escuela estatal, no 

puede interpretarse que el derecho a respetar sus creencias e ideas, según lo garantiza el 

artículo 2 del Protocolo N° 1, les confiera el derecho a exigir un trato diferente, que esté 

de acuerdo con sus propias convicciones, en la formación de su hija.

Habida cuenta de lo anterior, el Tribunal considera que esta parte de la demanda debe 

rechazarse por ser manifiestamente infundada conforme al artículo 35 § 3 del Convenio.

[...]

El Tribunal considera que el hecho de que se haya obligado a la segunda demandante 

a rendir un examen en una materia que era parte del plan de estudios de la escuela a 

causa de su ausencia deliberada a parte de la materia no constituía en sí mismo un trato 

discriminatorio contrario al artículo 14 del Convenio. Se desprende que esta demanda 

debe rechazarse por ser manifiestamente infundada en conformidad con el artículo 35 

§ 3 del Convenio.

[...] 

Por esas razones, el Tribunal unánimemente

Declara inadmisible la demanda. 

[...]
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